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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma amparo
Radicación Nro. :
660013187003 2017 00052 01
Accionante: 
JUAN DIEGO LUNA SANTIAGO
Accionado:
SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD SOS Y OTRO
Magistrado Ponente: 
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Temas: 
DERECHOS A LA SALUD Y A LA VIDA DIGNA / SUMINISTRO DE PRÓTESIS ORDENADA POR EL MEDICO TRATANTE / TRATAMIENTO INTEGRAL DE LA ENFERMEDAD. [S]e evidencia que la inconformidad de la EPS S.O.S., radica en el tratamiento integral ordenado por el A-Quo, mas no por la prótesis solicitada, por tanto es imperativo indicar que si bien no se estableció la patología en la orden dictada por la médico tratante, es menester establecer que dicho tratamiento deberá girar en torno al padecimiento que amerito la interposición de la acción constitucional y acorde a lo establecido por el Juzgado de primer nivel, se deberá prestar de manera integral, tanto la asignación de citas médicas que requiera de manera ágil y oportuna, como los procedimientos, tratamientos, y medicamentos que el galeno ordene y requiera, al igual que los gastos que se ocasionen con un eventual traslado a otra ciudad, lo anterior en virtud al principio de integralidad que indica la viabilidad de ordenar lo necesario para que se garantice el acceso al resto de servicios médicos que sean requeridos para la atención integral de la patología que presente el paciente. (…) Acorde con ello, y en aras de propugnar por los derechos a la salud que le asisten a la accionante y prodigársele una vida en condiciones dignas, este Juez Colegiado habrá de confirmar en su totalidad la decisión de primera instancia, pues como ya se dijo el señor JUAN DIEGO LUNA SANTIAGO merece una atención especial para su patología, pese a lo cual ha debido someterse a toda la tramitología y dilataciones de la entidad encartada, sin lograr que se le brinde su tratamiento dentro del tiempo establecido por su médico tratante. 

REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]



SALA DE DECISIÓN PENAL
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA
Pereira, veintisiete (27) de octubre de dos mil diecisiete (2017) 
Hora: 2:20 p.m.

Aprobado por Acta No. 1161 
	Radicación:
	660013187003 2017 00052 01

	Accionante:   
	Juan Diego Luna Santiago.

	Accionado:
	Servicio Occidental de Salud SOS y Otro

	Procedencia:
	Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Rda

	Decisión: 
	Confirma


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la apoderada judicial de la EPS SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD S.O.S., entidad accionada dentro del presente trámite, contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el 19 de julio de 2017, mediante el cual tuteló los derechos fundamentales a la salud y vida digna del señor JUAN DIEGO LUNA SANTIAGO.
ANTECEDENTES:
De los hechos narrados por el libelista se pueden extraer como relevantes para el presente asunto los siguientes:

· El 22 de febrero del presente año sufrió un accidente en una moto, lo cual genero la pérdida definitiva de su pierna derecha.

· Luego de varios procedimientos le fue ordenado por su médico tratante una “PRÓTESIS SOKET CON ENCAJE DE ISQUION DE CONTACTO TOTAL EN FIBRA DE CARBONO CON VALVULA DE DOBLE VÍA, RODILLA HIDRÁULICA MONOCENTRICA, RESISTENTE AL AGUA CON BLOQUEO A LA CARGA, IDEAL PARA REALIZAR ACTIVIDADES DEPORTIVAS GENIUM X3 PIE MULTILLAXIAL EN FIBRA DE CARBONO, CON ACOPLE DE TORSION.”, sin embargo, hasta la fecha la EPS S.O.S no ha autorizado el insumo atrás descrito.
En concordancia con lo anterior, solicitó la protección de sus derechos fundamentales a la salud y a la vida digna, y como consecuencia de ello, se ordene a su empresa promotora de salud que en el término de 48 horas, disponga lo necesario para autorizarle y entregarle la prótesis que requiere y que fue ordenada por su médico tratante. Así mismo, que garantice esa entidad el tratamiento integral para su patología.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
El Juzgado de primer nivel avocó el conocimiento de la actuación el 6 de julio del presente año, y ordeno correr traslado a las entidades accionadas en la forma indicada en la ley, para tal efecto les otorgó el término de 2 días, a fin de que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción. 
Frente a la medida provisional solicitada, el A-Quo consideró que no se avizoraba la urgencia manifiesta que pusiera en peligro su vida, y por esta razón no cumplía con los presupuestos legales para tal fin, de manera que resolvió negarla.
Posteriormente, luego de realizar el estudio de la situación fáctica, el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad decidió, mediante sentencia del 19 de julio del año avante, tutelar los derechos fundamentales a la salud, y vida digna invocados por el accionante, ordenándole a la EPS S.O.S. que en un término no mayor a 10 días autorizara y entregara en favor del señor Luna Santiago la prótesis ordenada por su médico, además, que en adelante brinde al paciente la cobertura integral en salud que llegue a requerir.
IMPUGNACIÓN:
El 27 de julio de 2017 la apoderada judicial de la EPS S.O.S., presento memorial indicando que existen imperativos legales y reglamentarios que impiden a la entidad brindar los servicios solicitados por el libelista, teniendo en cuenta que obedecen a exclusiones del Plan Obligatorio de Salud.
Solicita la encartada, la limitación de la interpelación sobre el tratamiento integral, ya que dentro de dicha atención no se pueden incluir los procedimientos no POS que estén en la modalidad de exclusión como lo aduce el artículo 54 del acuerdo 008 de 2009 de la comisión de regulación en Salud – CRES -.
Teniendo en cuenta lo anterior, manifestó además que la entidad no puede actuar bajo el sentir del despacho judicial, sino bajo los dictámenes médicos y conductas médicas a seguir, la cual no se encuentra en conocimiento de la encartada.

Por lo anterior, solicitó revocar la sentencia de primera instancia, toda vez que no se constituye violación alguna de los derechos constitucionales fundamentales invocados.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si la entidad accionada ha vulnerado de manera alguna los derechos reclamados por la parte accionante de manera que deba confirmarse el fallo de primer grado, o si por el contrario, lo dicho por la encartada en su escrito de impugnación es suficiente para determinar que en la actualidad ya se encuentran superadas las causales que motivaron la interposición de la acción de tutela.
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, y estricto, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

El derecho a la salud está establecido en el artículo 49 de nuestra carta magna como un servicio público esencial el cual puede ser prestado tanto por particulares como por el Estado, sin embargo, siempre será el Estado el encargado de garantizarle el acceso a este servicio a toda la población. Es por ello, que la Corte Constitucional en reiterada jurisprudencia ha recalcado la autonomía de dicho derecho y ha indicado que su protección asegura el principio constitucional de la dignidad humana.

Del caso concreto:
A partir de este momento anunciará la Sala que convalidará la orden dada por el Juez de primer grado, ello por cuanto no se requiere hacer un análisis muy concienzudo para concluir que en el presente asunto es imperioso que al señor JUAN DIEGO LUNA SANTIAGO se le avale la prestación efectiva de cada uno de los servicios que requiere para la protección de su salud y evitarle la ocurrencia de un perjuicio irremediable, especialmente si se tiene en cuenta que el trastorno que padece es catastrófica y de alto costo, que lo ubica dentro de ese grupo poblacional de especial protección constitucional que jurisprudencialmente ha afianzado la Corte Constitucional:

“La jurisprudencia constitucional de manera reiterada y consolidada ha afirmado que existen personas a quienes la Carta Política confiere una protección especial por parte del Estado, ya sea por razón de su edad, por encontrarse en especiales circunstancias de indefensión, para las cuales, el amparo del derecho fundamental a la salud deviene reforzado. En efecto, el hecho de que el tutelante ostente la condición de sujeto de especial protección por parte del Estado, impone al juez constitucional tener en cuenta que entre mayor vulnerabilidad del accionante, mayor debe ser la intensidad de la protección para realizar de esa manera el principio de igualdad real, contemplado en el artículo 13 superior. En ese sentido, es necesario hacer alusión a las enfermedades catastróficas o ruinosas, las cuales cobran una especial relevancia en la medida que al encontrarse estos sujetos en estado de debilidad manifiesta, merecen una singular atención por parte del Estado y de la sociedad. Tal es el caso de las personas portadoras del VIH/SIDA, y de las que padecen cáncer, quienes se encuentran en una condición de debilidad manifiesta consustancial a su patología y afrontan una serie de necesidades particulares que requieren de una protección reforzada.”

Por otro lado, se evidencia que la inconformidad de la EPS S.O.S., radica en el tratamiento integral ordenado por el A-Quo, mas no por la prótesis solicitada, por tanto es imperativo indicar que si bien no se estableció la patología en la orden dictada por la médico tratante, es menester establecer que dicho tratamiento deberá girar en torno al padecimiento que amerito la interposición de la acción constitucional y acorde a lo establecido por el Juzgado de primer nivel, se deberá prestar de manera integral, tanto la asignación de citas médicas que requiera de manera ágil y oportuna, como los procedimientos, tratamientos, y medicamentos que el galeno ordene y requiera, al igual que los gastos que se ocasionen con un eventual traslado a otra ciudad, lo anterior en virtud al principio de integralidad que indica la viabilidad de ordenar lo necesario para que se garantice el acceso al resto de servicios médicos que sean requeridos para la atención integral de la patología que presente el paciente.

De este modo, según el artículo 179 de la Ley 100 de 2000 “Para garantizar el plan de salud obligatorio a sus afiliados, las entidades promotoras de salud prestarán directamente o contratarán los servicios de salud con las instituciones prestadoras y los profesionales. (…)”, mientras que el artículo 185 ibídem establece que “Son funciones de las instituciones prestadoras de servicios de salud prestar los servicios en su nivel de atención correspondiente a los afiliados y beneficiarios (…)”  
Acorde con ello, y en aras de propugnar por los derechos a la salud que le asisten a la accionante y prodigársele una vida en condiciones dignas, este Juez Colegiado habrá de confirmar en su totalidad la decisión de primera instancia, pues como ya se dijo el señor JUAN DIEGO LUNA SANTIAGO merece una atención especial para su patología, pese a lo cual ha debido someterse a toda la tramitología y dilataciones de la entidad encartada, sin lograr que se le brinde su tratamiento dentro del tiempo establecido por su médico tratante. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad que le otorga la Constitución Política,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada el 19 de julio de 2017, por parte del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, por medio de la cual protegió los derechos fundamentales del señor JUAN DIEGO LUNA SANTIAGO.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
� Sentencia T-920/13
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